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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]CAPACIDAD RESIDUAL – Definición

La Capacidad Residual o K de Contratación es la aptitud de un oferente para cumplir oportuna y cabalmente con el objeto de un contrato de obra, sin que sus otros compromisos contractuales afecten su habilidad de responder con el contrato objeto del Proceso de Contratación. Al respecto, el artículo 6 de la Ley 1150 de 2007 reguló la capacidad residual del proponente o K de contratación como condición para participar en los Procesos de Contratación de obra pública y demás que señala el reglamento. En torno a esta condición o requisito habilitante, el parágrafo 1 ibidem, determinó que esta debe ser igual o superior a la establecida en los pliegos de condiciones.

CAPACIDAD RESIDUAL – Documentos requeridos – Cálculo 

De conformidad con lo anterior, esta Agencia expidió la “Guía para Determinar y Verificar la Capacidad Residual del Proponente en los Procesos de Contratación de Obra Pública”. En este documento se establece, entre otras cuestiones, que a la entidad contratante le corresponde, primero, establecer la capacidad residual del proceso de contratación “CRPC” y, segundo, determinar si los proponentes cumplen con la capacidad residual del proceso de contratación, claro está, teniendo en cuenta la siguiente información aportada por el proponente: i) La lista de los Contratos en Ejecución, así como el valor y plazo de tales contratos. ii) La lista de los Contratos en Ejecución, suscritos por sociedades, consorcios o uniones temporales, en los cuales el proponente tenga participación, así como el valor y plazo de tales contratos. iii) El estado de resultados auditado que contiene el mejor ingreso operacional de los últimos cinco (5) años y el balance general auditado del último año, suscrito por el interesado o su representante legal y el revisor fiscal si está obligado a tenerlo, o el auditor o contador si no está obligado a tener revisor fiscal. Si se trata de proponentes obligados a tener RUP, las Entidades Estatales solo deben solicitar como documento adicional el estado de resultados que contiene el mejor ingreso operacional de los últimos cinco (5) años puesto que la información de la liquidez se encuentra en el RUP.

CAPACIDAD RESIDUAL – Acreditación – Pliego de condiciones 

De esta manera las entidades estatales deberán establecer en los documentos del proceso la forma en la cual los proponentes deben acreditar los indicadores exigidos que no están incluidos en el RUP, así como lo dispone la Guía para determinar y verificar los requisitos habilitantes en los procesos de contratación expedida por la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. La capacidad residual de contratación es uno de aquellos requisitos no acreditables a través del RUP, de tal manera que la entidad estatal fijará las condiciones y requisitos en el pliego de condiciones o en los documentos del proceso a través del cual el proponente deberá ceñirse al cumplimiento y allegar toda información ordenada, en los términos y la forma en que hayan sido señalados, con el fin de que la entidad pueda calcular la Capacidad Residual del proponente y verificar si cumple o no con la requerida en el Proceso de Contratación que adelanta.

CÁLCULO DE LA CAPACIDAD RESIDUAL – Contratos en ejecución – Certificación – Contratos de obra 

Según la Guía en mención, dicho certificado debe contener la lista de los Contratos en Ejecución a nivel nacional como internacional, en la que se indique: a) El valor del contrato en pesos colombianos; b) El plazo de ejecución del contrato en meses; c) La fecha de inicio de las obras objeto del contrato: día, mes, año; d) Si la obra la ejecuta un consorcio o unión temporal, el porcentaje de participación del oferente que presenta el certificado; e) Si el contrato está suspendido, y si es así, la fecha de suspensión. En todo caso, si el contrato está suspendido el proponente debe informar el saldo pendiente de ejecución. 

Se destaca que el Decreto 1082 de 2015 en su artículo 2.2.1.1.1.6.4. a los contratos para ejecutar obras civiles, ya sea que fueron celebrados con entidades estatales o con particulares, incluyendo a los contratos de contratos de concesión y contratos de obra suscritos con concesionarios. Su finalidad reside en que la capacidad del contratista para ejecutar obras impacta los contratos públicos y los privados.  

CAPACIDAD RESIDUAL – Calculo – Proponente Plural – Contabilización – Contratos en Ejecución – Reglas

Ahora bien, debe tenerse en cuenta la regla del artículo 2.1.1.1.6.4. del Decreto 1082 de 2015, el cual señala la información que debe entregar el proponente interesado en un proceso de contratación para acreditar su Capacidad Residual, de la siguiente forma: “El interesado en celebrar contratos de obra pública con Entidades Estatales debe acreditar su Capacidad Residual o K de Contratación con los siguientes documentos: […] 2. La lista de los contratos de obras civiles en ejecución, suscritos por sociedades, consorcios o uniones temporales, en los cuales el proponente tenga participación, con Entidades Estatales y con entidades privadas, así como el valor y plazo de tales contratos, incluyendo los contratos de concesión y los contratos de obra suscritos con concesionarios. […]”.

Para interpretar este numeral, debe señalarse que se tienen en cuenta los contratos de obras civiles en ejecución no únicamente aquellos celebrados directamente por el proponente, sino también los suscritos en el marco de consorcios, uniones temporales o sociedades con propósito especial en los que este participe. La regla busca garantizar que la medición de la capacidad contractual refleje de manera integral y transparente todos los compromisos vigentes del proponente, tanto individuales como asociativos.

Precisada esta regla, se señala que, en relación con la capacidad residual de los proponentes plurales compuesto por personas naturales y jurídicas, es necesario tener en cuenta el inciso primero del artículo 73 del Código Civil que dispone que las personas son naturales o jurídicas. Conforme al artículo 74 ibidem, las primeras corresponden a “[…] todos los individuos de la especie humana, cualquiera que sea su edad, sexo, estirpe o condición”. En contraste, con fundamento en el inciso primero artículo 633 ibidem, las segundas son “[…] una persona ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, y de ser representada judicial y extrajudicialmente”. Así mismo, el inciso segundo del artículo 98 del Código de Comercio consagra: “La sociedad, una vez constituida legalmente, forma una persona jurídica distinta de los socios individualmente considerados”.

De esta manera, la exigencia de reportar los Saldos de Contratos en Ejecución -SCE- debe ser estrictamente independiente para cada sujeto, evitando cualquier traslape o doble contabilización. Cada uno responde por los compromisos contractuales que haya adquirido en virtud de su propia capacidad jurídica, y no es posible que el accionista transfiera sus saldos a la sociedad, ni que la sociedad absorba los saldos de sus accionistas, salvo cuando haya sido participe en consorcios, uniones temporales o sociedades con propósitos especiales. Así pues, este criterio asegura que el cálculo de la capacidad residual refleje de manera clara y precisa las obligaciones en curso de cada participante, preservando los principios de igualdad, proporcionalidad y seguridad jurídica en la contratación estatal. 


























Bogotá D.C., 28 de septiembre de 2026
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Señor
Fernando José Castro Spadaffora
licitacionescspadaffora@gmail.com 
Cali, Valle del Cauca
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Estimado Señor Castro: 

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente responde su solicitud de consulta del 18 de agosto de 2026, donde realiza las siguientes preguntas:   

1. ¿Debe la Persona A, en su calidad de accionista de la Persona B, reportar la totalidad de los contratos en ejecución de esta última, no obstante que la Persona B ya reporta de manera independiente la totalidad de sus propios saldos en ejecución?
2. En caso de que la respuesta a la pregunta anterior sea afirmativa, y conforme a lo señalado en el Concepto C-013 de 2022, ¿no se generaría una doble afectación de los mismos Saldos de Contratos en Ejecución (SCE) respecto de las Personas A y B? Lo anterior, considerando que, desde el punto de vista jurídico y contable, se trata de personas distintas, lo que conllevaría a que el saldo de un mismo contrato en ejecución de la Persona B sea contabilizado dos veces dentro del cálculo de la capacidad residual del consorcio: una primera vez bajo el saldo reportado por la Persona B como integrante del consorcio, y una segunda vez bajo el saldo reportado por la Persona A, también como integrante independiente del mismo consorcio.
3. En caso de que la respuesta a la primera pregunta sea afirmativa, en los términos ya previstos en el Concepto C-013 de 2022, ¿de qué manera deben incorporarse los Saldos de Contratos en Ejecución (SCE) de la Persona B dentro de los saldos reportados por su accionista, la Persona A? En particular, cuando dichos contratos hayan sido ejecutados bajo figuras plurales (consorcios o uniones temporales), ¿el saldo correspondiente debe afectarse de manera porcentual en dos oportunidades, esto es, una primera vez conforme al porcentaje de participación de la Persona B dentro de la figura plural, y una segunda vez conforme al porcentaje de participación accionaria de la Persona A dentro de la Persona B?
4. En caso de que la respuesta a la primera pregunta sea afirmativa —es decir, que deban contabilizarse los saldos de la Persona B dentro de los saldos de contratos en ejecución de su accionista persona natural—, ¿no resultaría dicha exigencia contraria a lo dispuesto en el artículo 6 del Código de Comercio?
5. En caso de que la respuesta a la primera pregunta sea negativa, esto es, que no deba acreditarse por partida doble el saldo de los contratos en ejecución del oferente y de sus accionistas, solicitamos respetuosamente que se emita un concepto unificado que precise dicho criterio y deje sin efecto, en lo pertinente, lo señalado en el Concepto C-013 de 2022.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad sólo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos concretos de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias específicas que la hayan motivado, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta.  

I. Problemas planteados:

De acuerdo con el contenido de sus solicitudes, esta Agencia resolverá en los siguientes problemas jurídicos: i) ¿En qué medida resulta exigible que un accionista reporte dentro de sus propios Saldos de Contratos en Ejecución (SCE) los contratos que ya han sido reportados de manera independiente por el Consorcio o Unión Temporal en la que participa, y cómo debe armonizarse?; ii) ¿Cuál es el criterio unificado que debe adoptarse respecto de la incorporación de los SCE de sociedades en las que participan accionistas, especialmente cuando dichos contratos se ejecutan bajo figuras plurales (consorcios o uniones temporales), para garantizar que el cálculo de la capacidad residual refleje de manera proporcional y razonable las obligaciones en curso?

II. Respuestas:

	[bookmark: _Hlk171694685]En relación con los problemas jurídicos de su consulta, se expresa lo siguiente:

i. En torno al primer problema jurídico, debe tenerse en cuenta la regla del artículo 2.1.1.1.6.4. del Decreto 1082 de 2015, el cual señala la información que debe entregar el proponente interesado en un proceso de contratación para acreditar su Capacidad Residual, de la siguiente forma: “El interesado en celebrar contratos de obra pública con Entidades Estatales debe acreditar su Capacidad Residual o K de Contratación con los siguientes documentos: […] 2. La lista de los contratos de obras civiles en ejecución, suscritos por sociedades, consorcios o uniones temporales, en los cuales el proponente tenga participación, con Entidades Estatales y con entidades privadas, así como el valor y plazo de tales contratos, incluyendo los contratos de concesión y los contratos de obra suscritos con concesionarios. […]”.
Para interpretar este numeral, debe señalarse que se tienen en cuenta los contratos de obras civiles en ejecución no únicamente aquellos celebrados directamente por el proponente, sino también los suscritos en el marco de consorcios, uniones temporales o sociedades con propósito especial en los que este participe. La regla busca garantizar que la medición de la capacidad contractual refleje de manera integral y transparente todos los compromisos vigentes del proponente, tanto individuales como asociativos.
Teniendo en cuenta ello, la capacidad residual de los proponentes plurales compuesto por personas naturales y jurídicas es necesario tener presente el inciso primero del artículo 73 del Código Civil que dispone que las personas son naturales o jurídicas. Conforme al artículo 74 ibidem, las primeras corresponden a “[…] todos los individuos de la especie humana, cualquiera que sea su edad, sexo, estirpe o condición”. En contraste, con fundamento en el inciso primero artículo 633 ibidem, las segundas son “[…] una persona ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, y de ser representada judicial y extrajudicialmente”. Así mismo, el inciso segundo del artículo 98 del Código de Comercio consagra: “La sociedad, una vez constituida legalmente, forma una persona jurídica distinta de los socios individualmente considerados”
En este sentido, la sociedad como persona jurídica constituye un sujeto independiente dentro del ordenamiento jurídico, con derechos y obligaciones propios. Por ello, los saldos de contratos en ejecución que deben reportarse corresponden exclusivamente a los contratos celebrados y ejecutados por dicha persona, sin que puedan confundirse ni trasladarse, en principio, con los saldos de sus accionistas. Por su parte, la persona natural debe acreditar únicamente los saldos derivados de los contratos que haya celebrado directamente en su calidad individual, sin que estos se transfieran a la persona jurídica en la que participa como accionista. Lo anterior se entiende sin perjuicio de los contratos que la persona natural o jurídica haya suscrito en el marco de consorcios, uniones temporales o sociedades con propósito especial, en los cuales haya sido partícipe.
De esta manera, la exigencia de reportar los Saldos de Contratos en Ejecución (SCE) debe ser estrictamente independiente para cada sujeto, evitando cualquier traslape o doble contabilización. Cada uno responde por los compromisos contractuales adquiridos en virtud de su propia capacidad jurídica, sin que el accionista transfiera sus saldos a la sociedad ni la sociedad absorba los saldos de sus accionistas, salvo en los casos en que exista participación en figuras asociativas. Así pues, este criterio asegura que el cálculo de la capacidad residual refleje de manera clara y precisa las obligaciones en curso de cada participante, preservando los principios de igualdad, proporcionalidad y seguridad jurídica en la contratación estatal. 

ii. En torno al segundo problema jurídico, debe precisarse que el Concepto 013 de 2022 que se expone en la consulta se refiere a los contratos en ejecución suscritos por el proponente como aquellos celebrados en el marco de consorcios, uniones temporales o sociedades de propósito especial en las cuales participe el oferente. Es decir, no cualquier tipo de sociedad, sino la que tenga un propósito especial. Esto, está en consonancia a la Guía anterior que expidió la Agencia sobre Capacidad Residual. 
En este sentido, la capacidad residual se calcula sobre la base de los saldos de contratos en ejecución que cada integrante del proponente plural debe reportar de manera independiente, sin que el porcentaje de participación contractual modifique la obligación de acreditar dichos saldos. En efecto, para dicho cálculo cada persona natural o jurídica que haga parte del proponente plural – Consorcio o Unión Temporal- responde únicamente por los compromisos contractuales que haya adquirido en virtud de su propia capacidad, en las que se podrá tener en cuenta las que celebraron en el marco de consorcios, uniones temporales o sociedades de propósito especial. 
De esta manera, el accionista no transfiere sus saldos a la sociedad, ni la sociedad absorbe los saldos de sus accionistas, pues desconocería la autonomía patrimonial de cada sujeto y generaría una distorsión en el cálculo de la capacidad residual. En este aspecto, debe interpretarse las reglas del Sistema de Compras Públicas, atendiendo a los principios de transparencia y la igualdad en los procesos de selección pública, razón por la cual debe mantenerse la regla de independencia: cada uno responde por lo que le corresponde, de forma separada y estos se tendrán en cuenta para efectos de calcular la Capacidad Residual del Proponente Plural, según lo explicado en este concepto. 



III. Razones de la respuesta:

[bookmark: _Hlk78820161]i. La Capacidad Residual o K de Contratación es la aptitud de un oferente para cumplir oportuna y cabalmente con el objeto de un contrato de obra, sin que sus otros compromisos contractuales afecten su habilidad de responder con el contrato objeto del Proceso de Contratación. Al respecto, el artículo 6 de la Ley 1150 de 2007 reguló la capacidad residual del proponente o K de contratación como condición para participar en los Procesos de Contratación de obra pública y demás que señala el reglamento. En torno a esta condición o requisito habilitante, el parágrafo 1 ibidem, determinó que esta debe ser igual o superior a la establecida en los pliegos de condiciones. Al respecto prescribió:

“Parágrafo 1°. Para poder participar en los procesos de selección de los contratos de obra y demás que señale el reglamento, la capacidad residual del proponente o K de contratación deberá ser igual o superior al que la entidad haya establecido para el efecto en los pliegos de condiciones.

Para establecer la capacidad residual del proponente o K de contratación, se deberán considerar todos los contratos que tenga en ejecución el proponente al momento de presentar la oferta. El desarrollo y ejecución del contrato podrá dar lugar a que los valores que sean cancelados al contratista se consideren para establecer el real K de contratación, en cada oportunidad. El Gobierno Nacional reglamentará la materia”.

De acuerdo con el artículo 72 de la Ley 1682 de 2013, la “capacidad residual de contratación cuando se realicen contratos de obra pública se obtendrá de sustraer de la capacidad de contratación, el saldo del valor de los contratos en ejecución”. La “capacidad de contratación”, según se infiere de la misma disposición, “[…] se deberá calcular mediante la evaluación de los siguientes factores: Experiencia (E), Capacidad Financiera (CF), Capacidad Técnica (CT), y Capacidad de Organización (CO)”.
El artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015 define la capacidad residual como: “Aptitud de un oferente para cumplir oportuna y cabalmente con el objeto de un contrato de obra, sin que sus otros compromisos contractuales afecten su habilidad de cumplir con el contrato que está en proceso de selección”. Por su parte, el artículo 2.2.1.1.1.6.4. del Decreto 1082 de 2015 señala la información que debe entregar el proponente interesado en un proceso de contratación para acreditar su Capacidad Residual, de la siguiente forma: 

“El interesado en celebrar contratos de obra pública con Entidades Estatales debe acreditar su Capacidad Residual o K de Contratación con los siguientes documentos:  

1. La lista de los contratos de obras civiles en ejecución suscritos con Entidades Estatales y con entidades privadas, así como el valor y plazo de tales contratos, incluyendo contratos de concesión y los contratos de obra suscritos con concesionarios.  

2. La lista de los contratos de obras civiles en ejecución, suscritos por sociedades, consorcios o uniones temporales, en los cuales el proponente tenga participación, con Entidades Estatales y con entidades privadas, así como el valor y plazo de tales contratos, incluyendo los contratos de concesión y los contratos de obra suscritos con concesionarios. […]”.

3. Balance general auditado del año inmediatamente anterior y estado de resultados auditado del año en que haya obtenido el mayor ingreso operacional en los últimos cinco (5) años. Los estados financieros deben estar suscritos por el interesado o su representante legal y el revisor fiscal si está obligado a tenerlo, o el auditor o contador si no está obligado a tener revisor fiscal. Si se trata de proponentes obligados a tener RUP, las Entidades Estatales solo deben solicitar como documento adicional el estado de resultados del año en que el proponente obtuvo el mayor ingreso operacional en los últimos cinco (5) años.

La Entidad Estatal debe calcular la Capacidad Residual del Proceso de Contratación de acuerdo con la siguiente fórmula:
Capacidad Residual del Proceso de Contratación = Presupuesto oficial estimado - Anticipo
Si el plazo estimado del contrato es superior a doce (12) meses, la Capacidad Residual del Proceso de Contratación equivale a la proporción lineal de doce (12) meses del presupuesto oficial estimado menos el anticipo cuando haya lugar.
La Entidad Estatal debe calcular la Capacidad Residual del proponente de acuerdo con la siguiente fórmula:
A cada uno de los factores se le asigna el siguiente puntaje máximo:
	FACTOR
	PUNTAJE MÁXIMO

	Experiencia (E)
	120

	Capacidad financiera (CF)
	40

	Capacidad técnica (CT)
	40

	Total
	200



La Capacidad de Organización no tiene asignación de puntaje en la fórmula porque su unidad de medida es en pesos colombianos y constituye un factor multiplicador de los demás factores.
El proponente debe acreditar una Capacidad Residual superior o igual a la Capacidad Residual establecida en los Documentos del Proceso para el Proceso de Contratación.
Por consiguiente, la Capacidad Residual del proponente es suficiente si:
Capacidad Residual del proponente ≥ Capacidad Residual del Proceso de Contratación
La Entidad Estatal debe calcular la Capacidad Residual del proponente de acuerdo con la metodología que defina Colombia Compra Eficiente, teniendo en cuenta los factores de: Experiencia (E), Capacidad Financiera (CF), Capacidad Técnica (CT), Capacidad de Organización (CO), y los saldos de los contratos en ejecución (SCE).

De acuerdo con lo anterior, el proponente que participe en un proceso de selección de una obra pública debe acreditar la capacidad residual de contratación allegando para el efecto los documentos indicados en el 2.2.1.1.1.6.4. del Decreto 1082 de 2015 antes descritos. 
De conformidad con lo anterior, esta Agencia expidió la “Guía para Determinar y Verificar la Capacidad Residual del Proponente en los Procesos de Contratación de Obra Pública”. En este documento se establece, entre otras cuestiones, que a la entidad contratante le corresponde, primero, establecer la capacidad residual del proceso de contratación “CRPC” y, segundo, determinar si los proponentes cumplen con la capacidad residual del proceso de contratación, claro está, teniendo en cuenta la siguiente información aportada por el proponente: i) La lista de los Contratos en Ejecución, así como el valor y plazo de tales contratos. ii) La lista de los Contratos en Ejecución, suscritos por sociedades, consorcios o uniones temporales, en los cuales el proponente tenga participación, así como el valor y plazo de tales contratos. iii) El estado de resultados auditado que contiene el mejor ingreso operacional de los últimos cinco (5) años y el balance general auditado del último año, suscrito por el interesado o su representante legal y el revisor fiscal si está obligado a tenerlo, o el auditor o contador si no está obligado a tener revisor fiscal. Si se trata de proponentes obligados a tener RUP, las Entidades Estatales solo deben solicitar como documento adicional el estado de resultados que contiene el mejor ingreso operacional de los últimos cinco (5) años puesto que la información de la liquidez se encuentra en el RUP.
Ahora bien, para lo primero, esto es, para establecer la capacidad residual del proceso de contratación “CRPC”, debe determinarse si el plazo del contrato es superior a doce meses. Si no lo es, la CRPC equivale al presupuesto oficial estimado del Proceso de Contratación menos el anticipo o pago anticipado cuando haya lugar. Si lo es, equivale a la proporción lineal de 12 meses del presupuesto oficial estimado menos el anticipo o pago anticipado.
Para lo segundo, es decir, para verificar que cada proponente cumple con la CRPC, la entidad pública debe verificar que la capacidad residual del proponente “CRP” sea igual o superior a la capacidad referida en el párrafo precedente. De todas formas, previamente debe establecer la CRP, con fundamento en los siguientes factores: i) experiencia “E”; ii) capacidad financiera “CF”; iii) capacidad técnica “CT”, iv) capacidad de organización “CO”; y v) los saldos de los contratos en ejecución “SCE”, según la siguiente fórmula:
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A cada uno de estos factores se les debe asignar el siguiente puntaje máximo: i) “E” 120; ii) “CF” 40; y iii) “CT” 40. La “CO” no tiene asignación de puntaje en la fórmula, por un lado, porque su unidad de medida es en pesos colombianos “COP” y, por el otro, debido a que el mismo constituye un factor multiplicador de los demás factores en la fórmula. A continuación, se explicará, en términos generales, cómo calcular cada factor:
i) Capacidad financiera. Se mide por el “índice de liquidez” y este, a su vez, corresponde al resultado de dividir el “activo corriente” sobre el “pasivo corriente”. El resultado puede ser calificado entre 20 y cuarenta puntos, según se explica en la Guía.
ii) Capacidad técnica. Se determina teniendo en cuenta el número de socios y profesionales de la arquitectura, ingeniería y geología vinculados mediante una relación laboral o contractual. El puntaje a asignar, según la Guía, oscila entre 20 y 40 puntos. Para tales fines, se aclara que el proponente debe diligenciar el Anexo 2 de la “Guía para Determinar y Verificar la Capacidad Residual del Proponente en los Procesos de Contratación de Obra Pública”.
iii) Capacidad de organización. Corresponde a los ingresos operacionales, según el siguiente cuadro:

	Años de información financiera
	Capacidad de Organización (CO)

	Cinco (5) años o más
	Mayor ingreso operacional de los últimos cinco (5) años.

	Entre uno (1) y cinco (5) años
	Mayor ingreso operacional de los años de vida del oferente

	Menos de un (1) año
	USD 125.000 (Liquidados a la tasa de cambio determinada por el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo cada 2 años para efectos del umbral del beneficio de las Mipyme.)



iv) Saldos de los contratos en ejecución. Debe hacerse linealmente y calculando una “ejecución diaria equivalente al valor del contrato dividido por el plazo del contrato expresado en días”. El resultado obtenido se debe multiplicar por el número de días pendientes para cumplir el plazo del contrato. Si el número de días por ejecutar un contrato es superior a 360 días, solo se tendrá en cuenta la proporción lineal de 12 meses.
v) Experiencia. Para los efectos de la capacidad residual −no para la experiencia general que debe acreditar el contratista según la Matriz 1−, corresponde de un lado, a la relación entre “el valor total en pesos de los contratos relacionados con la actividad de la construcción inscritos por el proponente en el Registro Único de Proponentes “RUP” en el segmento 72 […] del Clasificador de Bienes y Servicios”, y del otro, al presupuesto oficial estimado del Proceso de Contratación. La relación indica el número de veces que el proponente ha ejecutado contratos equivalentes a la cuantía del proceso de contratación.

ii. Frente al factor de los saldos de contratos en ejecución, en la “Guía para Determinar y Verificar la Capacidad Residual del Proponente en los Procesos de Contratación de Obra Pública” se define “Contratos en Ejecución” de la siguiente manera: 

“Es la sumatoria de los saldos de los Contratos en Ejecución que tienen por ejecutar un período inferior a 360 días, es decir, 12 meses. Si el número de días por ejecutar un contrato es superior a 360 días, es decir 12 meses, el saldo del Contrato en Ejecución sólo tendrá en cuenta la proporción lineal de 12 meses.”[footnoteRef:1] [1:  Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente. Guía para Determinar y Verificar la Capacidad Residual del Proponente en los Procesos de Contratación de Obra Pública. Disponible en línea: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-determinar-y-verificar-la-capacidad-residual-del-proponente-en-los-procesos-de-contratacion-de-obra-publica. 2023. p. 7. ] 


[bookmark: _Hlk97547857]Se observa que la guía expedida por esta Agencia para calcular la capacidad residual señala que el proponente debe allegar, entre otros documentos, los contratos en ejecución y define estos como aquellos contratos que a la fecha de presentación de la oferta obligan al proponente con entidades estatales y con entidades privadas para ejecutar “obras civiles”. Así las cosas, es claro que la regulación existente en materia de capacidad residual establece que, para el cálculo de esta, el oferente debe allegar, entre otros documentos, el listado de los contratos en ejecución, concretamente, de obras civiles. En este sentido, dicha Guía expone que el proponente debe presentar un certificado suscrito por su representante legal y su revisor fiscal, si el proponente está obligado a tenerlo, o por el Contador Público o auditor independiente, para lo cual se recomienda el formato establecido en el Anexo 3 de la presente Guía[footnoteRef:2].  [2:  Ibídem, p. 14. ] 

Según la Guía en mención, dicho certificado debe contener la lista de los Contratos en Ejecución a nivel nacional como internacional, en la que se indique: a) El valor del contrato en pesos colombianos; b) El plazo de ejecución del contrato en meses; c) La fecha de inicio de las obras objeto del contrato: día, mes, año; d) Si la obra la ejecuta un consorcio o unión temporal, el porcentaje de participación del oferente que presenta el certificado; e) Si el contrato está suspendido, y si es así, la fecha de suspensión[footnoteRef:3]. En todo caso, si el contrato está suspendido el proponente debe informar el saldo pendiente de ejecución.  [3:  Ibídem, p. 14. ] 

Se destaca que el Decreto 1082 de 2015 en su artículo 2.2.1.1.1.6.4.[footnoteRef:4] a los contratos para ejecutar obras civiles, ya sea que fueron celebrados con entidades estatales o con particulares, incluyendo a los contratos de contratos de concesión y contratos de obra suscritos con concesionarios. Su finalidad reside en que la capacidad del contratista para ejecutar obras impacta los contratos públicos y los privados.   [4:  Artículo 2.2.1.1.1.6.4. Capacidad Residual. El interesado en celebrar contratos de obra pública con Entidades Estatales debe acreditar su Capacidad Residual o K de Contratación con los siguientes documentos:
1.    La lista de los contratos de obras civiles en ejecución suscritos con Entidades Estatales y con entidades privadas, así como el valor y plazo de tales contratos, incluyendo contratos de concesión y los contratos de obra suscritos con concesionarios.
2.    La lista de los contratos de obras civiles en ejecución, suscritos por sociedades, consorcios o uniones temporales, en los cuales el proponente tenga participación, con Entidades Estatales y con entidades privadas, así como el valor y plazo de tales contratos, incluyendo los contratos de concesión y los contratos de obra suscritos con concesionarios.
3.    Balance general auditado del año inmediatamente anterior y estado de resultados auditado del año en que haya obtenido el mayor ingreso operacional en los últimos cinco (5) años. Los estados financieros deben estar suscritos por el interesado o su representante legal y el revisor fiscal si está obligado a tenerlo, o el auditor o contador si no está obligado a tener revisor fiscal. Si se trata de proponentes obligados a tener RUP, las Entidades Estatales solo deben solicitar como documento adicional el estado de resultados del año en que el proponente obtuvo el mayor ingreso operacional en los últimos cinco (5) años (énfasis fuera de texto). 
] 

Ahora bien, si el proponente no tiene contratos en ejecución, dicha circunstancia debe constar de forma expresa en el certificado. Así mismo, es importante tener presente que no se tendrá como Contratos en Ejecución a aquellos que están en etapa de liquidación o ya fueron liquidados, puesto que estos no se constatan obligaciones vigentes que comprometan la capacidad operativa del proponente. 

iii. La Capacidad Residual es un requisito habilitante que está sujeto a la posibilidad de solicitarle aclaración, con el fin de esclarecer dudas sobre aspectos de la información presentada por el proponente y, de igual forma, está sujeta a la posibilidad de subsanar la ausencia de requisitos, siempre que se cumpla con los límites temporales y materiales, es decir, que lo omitido no sea un factor que afecte la asignación de puntaje, que sea la prueba de una circunstancia o hecho que ocurrió con anterioridad al cierre del proceso y que no existe disposición legal o en el pliego de condiciones que prohíba su subsanación. 
Es importante indicar que, la Capacidad Residual de contratación únicamente es exigido para los contratos de obra pública; por lo tanto, en los Documentos del Proceso de obra pública, la Entidad Estatal debe establecer un requisito adicional a los requisitos habilitantes como lo es la Capacidad Residual o K de Contratación, la cual deben cumplir los interesados en participar en un Proceso de Contratación.   
De esta manera las entidades estatales deberán establecer en los documentos del proceso la forma en la cual los proponentes deben acreditar los indicadores exigidos que no están incluidos en el RUP, así como lo dispone la Guía para determinar y verificar los requisitos habilitantes en los procesos de contratación expedida por la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente[footnoteRef:5]. La capacidad residual de contratación es uno de aquellos requisitos no acreditables a través del RUP, de tal manera que la entidad estatal fijará las condiciones y requisitos en el pliego de condiciones o en los documentos del proceso a través del cual el proponente deberá ceñirse al cumplimiento y allegar toda información ordenada, en los términos y la forma en que hayan sido señalados, con el fin de que la entidad pueda calcular la Capacidad Residual del proponente y verificar si cumple o no con la requerida en el Proceso de Contratación que adelanta. [5:  Agencia Nacional de Contratación Pública -Colombia Compra Eficiente. Manual para determinar y verificar Los Requisitos Habilitantes en los Procesos de Contratación  https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/manual-para-determinar-y-verificar-los-requisitos-habilitantes-en-los-procesos-de-contratacion. 2023. p. 36. 
] 

Ahora bien, de acuerdo con la Guía de la Agencia la Capacidad Residual del Proponente plural es la suma de la Capacidad Residual de cada uno de sus miembros, sin tener en cuenta el porcentaje de participación de los miembros o integrantes de la estructura plural. En caso de ser negativa la Capacidad Residual de uno de los miembros, este valor se restará de la capacidad residual total del proponente plural[footnoteRef:6]. La Capacidad Residual de un proponente plural corresponde a la suma de la Capacidad Residual de cada uno de sus integrantes, es decir:   [6:  Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente. Guía para Determinar y Verificar la Capacidad Residual del Proponente en los Procesos de Contratación de Obra Pública. Disponible en línea: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-determinar-y-verificar-la-capacidad-residual-del-proponente-en-los-procesos-de-contratacion-de-obra-publica. 2023. p. 20. ] 


𝑪𝒂𝒑𝒂𝒄𝒊𝒅𝒂𝒅 𝑹𝒆𝒔𝒊𝒅𝒖𝒂𝒍 = 𝐶𝑎𝑝𝑎𝑐𝑖𝑑𝑎𝑑 𝑅𝑒𝑠𝑖𝑑𝑢𝑎𝑙𝐼𝑛𝑡𝑒𝑔𝑟𝑎𝑛𝑡𝑒 1 +⋯+ 𝐶𝑎𝑝𝑎𝑐𝑖𝑑𝑎𝑑 𝑅𝑒𝑠𝑖𝑑𝑢𝑎𝑙𝐼𝑛𝑡𝑒𝑔𝑟𝑎𝑛𝑡𝑒 𝑛[footnoteRef:7] [7:  Ibídem., p. 20. ] 


Es importante aclarar que el porcentaje de participación de cada integrante en un proponente plural —sea consorcio o unión temporal— no incide en la sumatoria de la capacidad residual total del oferente. La capacidad residual se calcula sobre la base de los saldos de contratos en ejecución que cada integrante del proponente plural debe reportar de manera independiente, sin que el porcentaje de participación contractual modifique la obligación de acreditar dichos saldos. En otras palabras, la participación porcentual dentro del consorcio únicamente determina el grado de responsabilidad y la proporción de ejecución frente al contrato específico, pero no altera el método de cálculo de la capacidad residual exigida en los procesos de selección. 
Ahora bien, debe tenerse en cuenta la regla del artículo 2.1.1.1.6.4. del Decreto 1082 de 2015, el cual señala la información que debe entregar el proponente interesado en un proceso de contratación para acreditar su Capacidad Residual, de la siguiente forma: “El interesado en celebrar contratos de obra pública con Entidades Estatales debe acreditar su Capacidad Residual o K de Contratación con los siguientes documentos: […] 2. La lista de los contratos de obras civiles en ejecución, suscritos por sociedades, consorcios o uniones temporales, en los cuales el proponente tenga participación, con Entidades Estatales y con entidades privadas, así como el valor y plazo de tales contratos, incluyendo los contratos de concesión y los contratos de obra suscritos con concesionarios. […]”.
Para interpretar este numeral, debe señalarse que se tienen en cuenta los contratos de obras civiles en ejecución no únicamente aquellos celebrados directamente por el proponente, sino también los suscritos en el marco de consorcios, uniones temporales o sociedades con propósito especial en los que este participe. La regla busca garantizar que la medición de la capacidad contractual refleje de manera integral y transparente todos los compromisos vigentes del proponente, tanto individuales como asociativos.
Precisada esta regla, se señala que, en relación con la capacidad residual de los proponentes plurales compuesto por personas naturales y jurídicas, es necesario tener en cuenta el inciso primero del artículo 73 del Código Civil que dispone que las personas son naturales o jurídicas. Conforme al artículo 74 ibidem, las primeras corresponden a “[…] todos los individuos de la especie humana, cualquiera que sea su edad, sexo, estirpe o condición”. En contraste, con fundamento en el inciso primero artículo 633 ibidem, las segundas son “[…] una persona ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, y de ser representada judicial y extrajudicialmente”. Así mismo, el inciso segundo del artículo 98 del Código de Comercio consagra: “La sociedad, una vez constituida legalmente, forma una persona jurídica distinta de los socios individualmente considerados”
En este sentido, la sociedad como persona jurídica es un sujeto independiente dentro del ordenamiento jurídico, con derechos y obligaciones propios, por lo que los saldos de contratos en ejecución que deben reportarse corresponden exclusivamente a los contratos celebrados y ejecutados por esta, sin que puedan confundirse o trasladarse, en principio, sobre los saldos de sus accionistas. Por otro lado, la persona natural debe acreditar únicamente los saldos derivados de los contratos que haya celebrado directamente en su calidad individual, sin que estos se transfieran a la persona jurídica en la que participa como accionista. Esto, sin perjuicio de los contratos que la persona natural o jurídica haya suscrito en el marco de consorcios, uniones temporales o sociedades con propósito especial, en los cuales haya sido partícipe. 
De esta manera, la exigencia de reportar los Saldos de Contratos en Ejecución -SCE- debe ser estrictamente independiente para cada sujeto, evitando cualquier traslape o doble contabilización. Cada uno responde por los compromisos contractuales que haya adquirido en virtud de su propia capacidad jurídica, y no es posible que el accionista transfiera sus saldos a la sociedad, ni que la sociedad absorba los saldos de sus accionistas, salvo cuando haya sido participe en consorcios, uniones temporales o sociedades con propósitos especiales. Así pues, este criterio asegura que el cálculo de la capacidad residual refleje de manera clara y precisa las obligaciones en curso de cada participante, preservando los principios de igualdad, proporcionalidad y seguridad jurídica en la contratación estatal. 
Ahora bien, debe precisarse que el Concepto 013 de 2022 que se expone en la consulta se refiere a los contratos en ejecución suscritos por el proponente como aquellos celebrados en el marco de consorcios, uniones temporales o sociedades de propósito especial en las cuales participe el oferente. Es decir, no cualquier tipo de sociedad, sino la que tenga un propósito especial. Esto, está en consonancia a la Guía anterior que expidió la Agencia sobre Capacidad Residual, la cual señaló: “Igualmente, se refiere a los contratos suscritos por el proponente como aquellos suscritos por consorcios, uniones temporales o sociedades de propósito especial en las cuales participe el oferente”[footnoteRef:8]. [8:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Guía para Determinar y Verificar la Capacidad Residual del Proponente en los Procesos de Contratación de Obra Pública. Versión G-VCRP-02. p. 10. ] 

En este sentido, la capacidad residual se calcula sobre la base de los saldos de contratos en ejecución que cada integrante del proponente plural debe reportar de manera independiente, sin que el porcentaje de participación contractual modifique la obligación de acreditar dichos saldos. En efecto, para dicho cálculo cada persona natural o jurídica que haga parte del proponente plural – Consorcio o Unión Temporal- responde únicamente por los compromisos contractuales que haya adquirido en virtud de su propia capacidad, en las que se podrá tener en cuenta las que celebró en el marco de consorcios, uniones temporales o sociedades de propósito especial. 
De esta manera, el accionista no transfiere sus saldos a la sociedad, ni la sociedad absorbe los saldos de sus accionistas, pues ello desconocería la autonomía patrimonial de cada sujeto y generaría una distorsión en el cálculo de la capacidad residual. En este aspecto, la interpretación debe atender a los principios de transparencia y igualdad en los procesos de selección pública, razón por la cual debe mantenerse la regla de independencia: cada sujeto responde exclusivamente por los compromisos que le corresponden, de forma separada. Estos saldos se tendrán en cuenta de manera individual para efectos de calcular la Capacidad Residual del Proponente Plural, conforme a lo explicado previamente, garantizando que el resultado refleje con precisión las obligaciones vigentes de cada participante, sin perjuicio de que se tenga en cuenta los contratos en ejecución que haya celebrado en el marco de consorcios, uniones temporales y sociedades con propósitos especiales. 

iv. Al margen de la explicación procedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos para procesos de contratación de obra pública debe realizarse por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

IV. Referencias normativas:

	· Código Civil, artículos 73, 74 y 633.
· Código del Comercio, artículo 98.  
·  Ley 1150 de 2007, artículo 6. 
· Ley 1682 de 2013, artículo 72. 
· Decreto 1082 de 2015, articulo 2.2.1.1.1.3.1., 2.2.1.1.1.6.4. 
· Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente. Guía para Determinar y Verificar la Capacidad Residual del Proponente en los Procesos de Contratación de Obra Pública. Disponible en línea: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-determinar-y-verificar-la-capacidad-residual-del-proponente-en-los-procesos-de-contratacion-de-obra-publica. 2023.  
· Agencia Nacional de Contratación Pública -Colombia Compra Eficiente. Manual para determinar y verificar Los Requisitos Habilitantes en los Procesos de Contratación  https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/manual-para-determinar-y-verificar-los-requisitos-habilitantes-en-los-procesos-de-contratacion. 2023.



V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Esta Subdirección se ha pronunciado sobre la capacidad residual en los conceptos C-438 de 2025, C-486 de 2025, C-619 de 2025, C-1228 de 2025, C-1349 del 28 de octubre de 2025, C-1409 del 13 de noviembre de 2025, C-1795 del 30 de diciembre de 2025, entre otros. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace:
https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos.

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026,dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica

Aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
        
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
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Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual

	Revisó 
	Alejandro R. Sarmiento Cantillo
Gestor T1-15 de la Subdirección de Gestión Contractual 

	Aprobó: 
	Carolina Quintero Gacharná
Subdirectora de Gestión Contractual ANCP – CCE




Agencia Nacional de Contratación Pública                                              pág. 1              Colombia Compra Eficiente                                                            
Dirección: Carrera 7 # 26 – 20 - Bogotá, Colombia
Mesa de servicio: (+57) 601 7456788
Código: CCE-REC-FM-17 V: 03 Fecha: 21-10-2025
image2.emf

image3.png
Capacidad Residual __ (E+cT+oF) ) _
del Proponente  — °° X ( T




image4.png
Carolina Quintero Gacharna
Subdirectora de Gestién Contractual ANCP-CCE




image5.png
:EQi H iﬁF:
rd,

Agencia Nacional
de Contratacion Publica
Colombia Compra Eficiente





image6.png
S
e

o
&
X

%@V

NN
% ) |4

<
oI
@

NN
IN T4

<

S
®<§ %
ot
@17

&

2

AN\

NN
D
XV

[O0Y
<<\<>




